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La presente investigación pretende dar a conocer las consecuencias y actos de reparación 
que tuvieron lugar a raíz de la masacre perpetuada el dia  18 de enero de 1989 en inmediaciones 
del corregimiento de La Rochela, municipio de Simacota, departamento de Santander. Masacre  
perpetrada por una tropa paramilitar, con la histórica probada colaboración de narcotraficantes 
y miembros del ejército, en la que murieron 12 de 15 funcionarios pertenecientes a una 
“comisión de la Fiscalía General de la Nación que investigaba varios delitos en la zona (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2007a). “ 
Entre las personas asesinadas extrajudicialmente figuran “ Mariela Morales Caro, Pablo 
Antonio Beltrán Palomino, Virgilio Hernández Serrano, Carlos Fernando Castillo Zapata, Luís 
Orlando Hernández Muñoz, Yul Germán Monroy Ramírez, Gabriel Enrique Vesga Fonseca, 
Benhur Iván Guasca Castro, Orlando Morales Cárdenas, César Augusto Morales Cepeda, 
Arnulfo Mejía Duarte y Samuel Vargas Páez” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
2007a). De la anterior acción, igualmente resultaron heridos “Arturo Salgado Garzón, Wilson 
Humberto Mantilla Castilla y Manuel Libardo Díaz Navas (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 2007a).” Treinta años después, el caso permanece en el despotismo y la impunidad, 
con la consecuente no condena a la mayoría de los autores de la masacre. 
En este documento de investigación se determina la evolución histórica y las diversas 
acciones realizadas por organismos nacionales e internacionales frente a la reparación a las 
familias de las víctimas, así como las medidas y avances  de las acciones judiciales 
materializadas por parte del Gobierno de Colombia. Con base en lo anterior, se hace un llamado 
a una sociedad indolente frente a los alcances de los diversos brazos armados ilegales, quienes 
aportan con su accionar el caos, la insensibilidad y el horror de una violencia sin cuartel que 







Este estudio pertenece a la línea institucional del área de investigación sociojurídica la 
Universidad Libre, en concordancia con su misión y visión. Por tanto, esta pesquisa indaga en 
la realidad del pasado y del presente de la sociedad colombiana.  
Así pues, en esta investigación se da a conocer la situación problémica que acontece a 
partir de la demanda contra el Estado de Colombia interpuesta por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos el 10 de marzo de 2006, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 50 y 61 de la Convención Americana de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. Esta petición tiene como fuente la denuncia No. 11.995, elevada ante La Secretaría 
de la Comisión Interamericana el día ocho del mes de octubre del año 1997 (Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación, et al., 2010). 
La denuncia antes mencionada pretendió la declaratoria  al Estado de Colombia 
“responsable por la violación de los artículos 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) 
de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las 
presuntas víctimas y sus familiares” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2007b, p.3). 
Derivado de lo anterior, la Comisión peticiona a la Corte que ordene al Estado Colombiano 
explícitas medidas de reparación (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2007b). 
A la luz de lo anterior, surge la siguiente pregunta problema: ¿Se cumplieron por parte 
del Estado colombiano las acciones de verdad, justicia y reparación a las familias víctimas del 
caso La Rochela, 30 años después? Para contestar esta pregunta, se formula la siguiente 
hipótesis: La actuación por parte del Estado colombiano no se ha hecho efectiva en los aspectos 
de verdad, justicia y reparación, en cumplimiento de los diversos fallos internacionales 
emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), dirigidos a resarcir los 
perjuicios económicos y morales causados a las familias de las víctimas, y se presenta 
impunidad con ocasión a la masacre de La Rochela por cuanto no se ha investigado ni 






Con el fin de corroborar o rechazar la hipótesis formulada, esta pesquisa tiene el objetivo 
general de determinar si como consecuencia de esta acto delictivo,  las víctimas y sus familiares 
han recibido, por parte del Estado colombiano, el acatamiento de la disposición tomada por 
parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). 
Consecuentemente, para alcanzar el objetivo general, se establecen tres objetivos 
específicos: (1) analizar si por parte del Estado Colombiano se ha hecho justicia en el suceso de 
la masacre La Rochela; (2) estudiar el contenido jurídico y los alcances del fallo proferido de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) con respecto a la masacre de La Rochela; 
(3) determinar si con ocasión del caso de La Rochela no ha existido impunidad. 
Para dar cumplimiento a los objetivos específicos trazados, esta investigación de corte 
documental se enmarca en una metodología de naturaleza cualitativa, de alcance exploratorio y 
con un enfoque jurídico. De ahí que se realice una revisión documental de los hechos y de la 
jurisprudencia relacionada. Además, se emplean como instrumentos de recolección de 
información la interpretación y la combinación de información que se obtuvo mediante fuentes 
documentales y el contenido resolutivo del fallo de la Corte interamericana de Derechos 
Humanos frente a tres aspectos esenciales como verdad, justicia y reparación. 
La importancia de la presente investigación radica en el análisis claro y objetivo sobre la 
crisis por el irrespeto de los derechos humanos en el Estado colombiano. Cabe resaltar que este 
fenómeno también se presentó en las principales dictaduras militares en países como Chile, 
Brasil, Uruguay, Argentina que tuvieron en vilo a Latinoamérica en las décadas pasadas del 60 
y 70. Este irrespeto por los derechos humanos se estructura organismos represivos que usan 
prácticas en desapego al humanismo y en la comisión de crímenes de lesa humanidad como son 
las torturas, ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas y genocidio por parte del 
Estado (Anaya & Mogollón, 2016). 
No obstante, las fallas evidentes del sistema judicial colombiano imposibilitan el 
seguimiento y sanción del delito a los responsables de estos hechos (Anaya & Mogollón, 2016). 
Estas fallas se dan en el contexto de un país en donde las acciones delincuenciales de los grupos 





Aunado a lo anterior, en Colombia presenta índices históricamente altos de impunidad y 
no resarcimiento de perjuicios a las familias de las víctimas de la violencia. Esta impunidad 
compromete a los órganos del Estado, así como el accionar delincuencial de los actores 
externos, quienes, en muchas ocasiones, son amparados por miembros activos de las propias 
instituciones encargadas de servir y proteger (Anaya & Mogollón, 2016). 
El caso de la masacre de La Rochela es un claro ejemplo de lo anteriormente expuesto 
por su connotación y repercusiones en el tiempo, los cuales permanecen en la mente de la 
sociedad colombiana. De ahí que se justifique la presente investigación como una herramienta de 
consulta para todos aquellos que quieran escrutar y entender la magnitud de eventos nefastos que 
vienen marcando la realidad colombiana desde hace más de 70 años. Además, con este estudio se 
pretende concientizar a todos los interesados y al ciudadano del común sobre una dolorosa 
realidad, en la cual la impunidad y los delitos contra la vida siguen al orden del día.  
Lo anterior contrasta con el hecho de que el Estado colombiano cuenta con el personal 
idóneo en diversas ramas de la investigación penal y recaudo de pruebas. No obstante, no se han 
producido resultados definitivos frente a la sanción de autores y determinadores de conductas 
punibles. Treinta años después del caso de La Rochela, las masacres y genocidios siguen a la 
orden del día. A su vez, a pesar del fortalecimiento económico, logístico y operativo de las 
fuerzas militares, las acciones delictivas de los grupos ilegales se siguen ejecutando en cada 
lugar de Colombia (Anaya & Mogollón, 2016). 
 
Figura 1 











CAPÍTULO I  
 ORIGEN Y DESARROLLO DE LA IMPUNIDAD  
 
Reside en la contextualización de la investigación, la justificación y el comportamiento 
del problema, la identificación de los sujetos u objetos de derechos, propia del método de 
investigación cualitativo utilizado, presentando, inicialmente, los antecedentes históricos de la 
masacre de La Rochela, la caracterización de su ubicación geográfica. Posteriormente, se expone 
brevemente la regulación normativa, poniendo de relieve el procedimiento surtido ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Finalmente, se presenta un análisis de las investigaciones 
científicas, desarrollando, así, el estado de arte desde una perspectiva general presentada después 
de 30 años de los sucesos que identifican las tendencias del estudio, con el fin de mostrar 
reflexión crítica sobre la masacre de La Rochela, las víctimas y sus familiares. 
 
1.1. Masacre de “La Rochela” 
 
1.1.1. Antecedentes históricos  
 
A comienzos de 1989, se desplazan desde Bogotá 15 investigadores, los cuales llegaron 
al casco urbano de La Rochela, departamento de Santander, con el fin de adelantar diligencias 
judiciales por los homicidios y las desapariciones de pobladores y habitantes del sector. El grupo 
investigador se encontraba recopilando entrevistas y adelantando labores de campo mediante 
entrevistas cuando fueron abordados por un grupo de hombres fuertemente armados con fusiles, 
pistolas, y que decían pertenecer a la guerrilla al mando de alias “Vladimir”.  
 
Para ganarse la confianza del grupo investigador, los autodenominados guerrilleros 
alabaron el trabajo de la comisión judicial y lanzaron improperios contra los paramilitares. Uno 
de ellos manifestó al grupo investigador que el ejército se encontraba a pocos kilómetros y se 
podía presentar un enfrentamiento armado. Se les conminó a que abordaran los vehículos para 






A pocos metros, se detuvieron inmediatamente los vehículos automotores. Ante este 
hecho, uno de los supervivientes de esta masacre relató lo siguiente: "Teníamos mucho miedo, 
estábamos muy nerviosos, y la verdad es que sentíamos que algo malo nos iba a suceder” 
(Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, et al., 2010, p.72).  
 
Kilómetros mas adelante, varios hombres armados se ubicaron cerca de donde se 
encontraban los vehículos y arremetieron en contra de la humanidad de los funcionarios 
judiciales, quienes se encontraban en estado de total indefensión, con ráfagas provenientes de los 
fusiles de asalto R-15, Galil y pistolas 9 milimetros. Como resultado de esta acción bestial e 
insensible, 12 seres humanos fueron asesinados de manera inmisericorde y 3 de ellos lograron 
sobrevivir (véase Figura 2). Fue un atentado contra la justicia, contra la dignidad para tratar, a 
toda costa, que las labores de investigación judicial sobre desapariciones forzadas y homicidios 
sistemáticos de la zona quedaran en total impunidad (Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, et al., 2010). 
 
Los funcionarios investigadores estaban condenados a muerte desde antes de su llegada y 
esto es ratificado en uno de los trabajos investigativos más exhaustivos y precisos, realizado por 
personas pertenecientes al “ Grupo de Memoria Histórica”. En este grupo se logró determinar 
que fueron múltiples las reuniones en la finca La Palmera convocadas por políticos, militares y 
mafiosos ejecutadas con el fin de planear la operación militar que atacaría a la comisión. Para la 
época, existían fuertes motivos que jamás se investigaran aspectos tan relevantes como la 
desaparición de 19 comerciantes y el asesinato de campesinos de la zona  “Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación, et al., 2010”. 
 
De las pruebas testimoniales recopiladas, incluidas las de Alonso de Jesús Baquero, 
alias Vladimir, se determinó que existió una activa participación de ganaderos y personal 
influyente de la region, asi como de  algunos militares activos.  Estos sujetos vivían intranquilos 
por las primitivas pero perspicaces investigaciones que les alcanzaban (Comisión Nacional de 








“Víctimas de la Masacre de la Rochela “ 
 
LA “MASACRE DE LA ROCHELA ” 
 









En los medios de comunicación, las pesquisas relatan que los señores Gonzalo 
Rodríguez Gacha y Pablo Escobar eran quienes pretendian el asesinato de La Comisión Judicial, 
toda vez:  
 
(…) en el municipio de Puerto Parra, donde los investigadores recogerían unos 
expedientes, había cultivos de coca que los funcionarios podían encontrar. Por último, 
Tiberio Villarreal, político de la zona, supuestamente había pedido a Henry Pérez, por 
intermedio del mayor Óscar Echandía, el robo de expedientes que cargaba la comisión 
porque creía que se relacionaban con la adjudicación de unos contratos públicos que él 
había facilitado a favor de los paramilitares de la zona (Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación, et al., 2010, p.58). 
 
La justicia quedó amenazada, y a partir de este momento histórico, aparecen en escena 
varios personajes oscuros entre ellos el General Farouk Yanine Díaz, quien empieza a boicotear 
el proceso. Los jueces y todos aquellos que tenían que ver con el proceso de La Rochela asumen 
las investigaciones bajo amenazas de altos poderes. Una vez ocurrida la masacre, el mismo 
ejército se negó a realizar el acompañamiento a los empleados que practicarían las actividades de 
levantamiento de los cuerpos. Por tanto, los miembros de la Comisión Judicial tuvieron que ir 
bajo su responsabilidad a practicar la penosa labor de reconocer y levantar a sus compañeros 
asesinados (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, et al., 2010). 
 
A pesar de las amenazas, las presiones y el miedo, se creó una comisión especial que 
llevaría a cabo la averiguación del caso La Rochela. Se apoyó el proceso con funcionarios de la 
policía técnica judicial. Se ordenó, por parte del Tribunal, la descarga de la carga laboral y que 
los esfuerzos se dedicaran de manera real y exclusiva a investigar los autores de la masacre. 
Además de las anteriores acciones, se asignaron vehículos especiales y hasta un helicóptero para 








Como resultado de las labores de investigación, se capturaron varios de los 
perpetradores materiales, incluyendo a Vladimir, quien fue detenido y perdió su libertad en el 
mes de agosto de 1989. A partir de ese momento, comenzó la desaparición de testigos y el 
homicidio sistemático de personas vinculadas. Por proteger de manera integral la investigación, 
se trasladó el proceso en su totalidad a la ciudad de Pasto, Nariño (Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación, et al., 2010). 
Posteriormente, se obtuvieron sendas condenas para militares vinculados y paramilitares 
involucrados en la masacre. No obstante, tiempo después en instancia superior, las condenas 
prescribieron por vencimiento de términos, por lo que varios de los condenados recobraron su 
libertad. Específicamente, se juzgaron y condenaron a los paramilitares por el punible de 
concierto para delinquir. A sabiendas de que los grupos de derecha gozaban de protección 
institucional, el concierto para delinquir fue anulado en segunda instancia. Ante el espectro de la 
justicia sin rostro, el proceso, sus libros y expedientes quedaron paralizados 6 años en el Juzgado 
de Cali (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, et al., 2010).  
Desde Cúcuta, se avanzaba sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar con 
respecto al asesinato de los 19 comerciantes, hecho que gurda estrecha relación con la masacre 
de La Rochela. Aparecía el testimonio de un testigo sin rostro, el cual relata los hechos y las 
circunstancias de cómo se planeó el ataque. El testigo recibió el nombre de “Pablo” (Pinzón, 
2012). 
Mediante providencia datada el 10 de febrero de 1995, se ordena que se vincule al 
proceso a los señores “Nelson Lesmes, Marcelino Panesso, Wilson de Jesús Pérez Durán y 
Carlos Yepes”, quienes fueron cobijados con medida de aseguramiento de los punibles secuestro 
y homicidio (Pinzón, 2012, p.33).  
En consecuencia, se ejecutaron las capturas de estos sujetos. El testimonio y declaración 
de “Pablo”, nombre dado por el fiscal en Cúcuta, entregaron los elementos materiales 
probatorios que permitieron confirmar la empresa criminal, auspiciada por el estado y con el 
contubernio de militares y empresarios. La reserva del testigo fue levantada por la Fiscalía en 
Cúcuta, determinando que se trataba de Alonso de Jesús Baquero, apodado “Vladímir”, autor 






Se conmina a dar cumplimiento a la orden perentoria del Tribunal de Orden público, en 
donde solicitaba  al Juzgado en Cali para continuar con las diligencias y dar traslado a los 50 
cuadernos que hacían parte de la investigación. 
 
Durante 13 años, todo lo actuado en el caso la rochela, estuvo en poder de muchos 
funcionarios y de fiscalía en fiscalía. "Cada funcionario ha tenido que familiarizarse con un 
expediente de muchos cuadernos, que ha implicado que se demoren leyendo por mucho tiempo 
(…) todos han pedido verse con Vladimir, y en vez de hacerle nuevas preguntas, hacen las 
mismas preguntas una y otra vez", afirma el “ Grupo de Memoria Histórica en su informe La 
Rochela: Memorias de un crimen contra la justicia (Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, et al., 2010, p.135-136).” 
 
Los delitos incursos en la Rochela fueron tipificados de forma diferente por diferentes 
despachos y en diferentes instancias. Se presentó en varios casos la prescripción, incluso la 
providencia proferida por un fiscal delegado, en el cual proyecta el acto administrativo a favor 
del parlamentario Tiberio Villareal, quien fue investigado por instigar la muerte de los 
funcionarios. Se manifiesta en el acápite considerativo del fallo que ha transcurrido mucho 
tiempo y, por tanto, no se puede conocer la verdad (Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, et al., 2010). 
 
Treinta años después, no se tiene certeza de los determinadores de la masacre y el grado 
de responsabilidad atribuible al Estado. El cero esclarecimiento de los hechos hace parte de la 
impunidad y las dilaciones, y ese largo túnel de la incertidumbre, se encuentra a la orden del día. 
 
El Ejército capitalizó su control regional en el Magdalena Medio, de manera que movilizó 
a sectores políticos y sociales de la región afectados por la guerrilla, en contra de la paz 
negociada, e impulsó, con el apoyo de ganaderos políticos liberales, narcotraficantes y 
esmeralderos, la conformación de grupos paramilitares para enfrentar la guerrilla 






“No existe decisión de fondo ni efectos de las actuaciones de la Fiscalía delegada ante la 
Corte Suprema, a pesar de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos condenó a 
Colombia en 2006 por la masacre, ordenando la búsqueda de la justicia. Transcurridas tres 
décadas, no es posible avanzar en el caso de la masacre de La Rochela y muestra el poder de la 
impunidad en Colombia. En este sentido, existe constancia de que el paramilitarismo fue 
alentado por disposiciones legales tomadas en las altas esferas del gobierno, en un contexto 
donde los militares tenían total autonomía en el manejo del orden público; relato interno de la 
corrupción en las entrañas del poder (Joly, 2003; Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, et al., 2010”. 
 
 
1.1.2. Referencia geográfica  
 
Por décadas, en la zona del Magdalena Medio ha confluido un ambiente convulsionado 
por años debido a la violencia partidista, la guerrillera y el paramilitarismo. En esta región 
sucedió aquel dia fatídico. Específicamente, el corregimiento de la Rochela se encuentra 
delimitado entre los municipios de Puerto Parra y Simacota en el Norte de Santander, cerca de 
vías principales, entre ellas la Troncal de la Paz. Geográficamente hablando, La Rochela se ubica 
cerca al Magdalena Medio (véase Figura 3).  
 
En el año de 1987, se presentó el asesinato de 19 personas. Comerciantes que venían en 
caravana por la Troncal de La Paz y ahí fueron interceptados por paramilitares. Del mismo modo 
fueron emboscados y asesinados los funcionarios judiciales pertenecientes a una comisión 
judicial que en su momento realizaba pesquisas por los “múltiples homicidios y desapariciones 
ocurridas en la región del Magdalena (Pinzón, 2012)”. Además, para la época, se presentó la 
desaparición y posterior asesinato de dos campesinos, quienes, al parecer, fueron retenidos por 
miembros activos del ejército. Los campesinos fueron torturados y quemados con ácido. Este 
tipo de hechos violentos eran recurrentes en la región (Comisión Nacional de Reparación y 





















1.1.3. Regulación Legal  
Está investigación se encuentra enmarcada por la regulación de La Constitución Política 
de Colombia del año 1991, específicamente en su artículo 11, el cual establece que el derecho a 
la vida es inviolable. 
“ La protección de los derechos a la vida y la integridad personal son responsabilidad 
esencial del Estado. Es obligación primaria de las autoridades proteger a todas las personas 
residentes en Colombia en sus vidas, en su integridad personal y en sus demás derechos, entre 
ellos el de la integridad personal, tal como lo proclama el artículo 2 de la Constitución. Allí 
radica en gran parte la justificación de la existencia y actividad del Estado, por cuanto sería nulo 
todo esfuerzo por sostener la vigencia de un conjunto de instituciones sin el presupuesto 
indispensable de que los organismos existentes gozan de la capacidad necesaria para poner a 
salvo los más elementales derechos de toda persona. Así pues, en lo que concierne 
específicamente al derecho a la vida, de nada sirve todo un complejo normativo y orgánico de 
altísimo costo si no existen, cuando menos, motivos razonables y dignos de crédito para pensar 
que el engranaje institucional operará de modo oportuno y eficiente para brindar a los asociados 
y ciudadanos en general un mínimo de protección vital”. 
 
“ El derecho a la vida, como supremo derecho fundamental, consagrado en la 
Constitución Política de 1991, en el artículo 11, es el soporte sobre el cual se desarrollan los 
demás derechos y su efectiva protección corresponde a la plena vigencia de los fines del estado 
social de derecho. Es así como se indica en el artículo 12 de la que nadie será sometido a 
desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes “ 
“ En este sentido, la Corte Constitucional, en la Sentencia No- C 587 de noviembre 12 de 
1992, señala que” 
 
La tortura como conducta, no solo puede predicarse al Gobierno Estatal, sino también de 
los particulares, por ello no solo debe sancionarse al Estado, sino también de los 
particulares cuando quiera que la cometan. La tortura es una de las muchas formas como 
se puede vulnerar el derecho a la integridad personal, los tratos y las penas crueles e 
inhumanas son por ejemplo otras formas de vulnerar ese derecho (Corte Constitucional, 






1.1.4. Procedimiento surtido ante la CIDH 
 
A través de poder un firmado por las familias y víctimas supervivientes de la masacre de 
La Rochela, se presentó escrito ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en 
la cual se denuncia la muerte de 12 funcionarios miembros de la Comisión Judicial cuando 
realizaban pesquisas por la desaparición de 19 comerciantes se desplazaban desde Cúcuta (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2007a).  
 
Una vez recibida la demanda, la CIDH admite la demanda y en el mes de marzo del 2005, 
después de valorar los antecedentes judiciales  y determinar que existía trasgresión de derechos 
fundamentales, se aprobó el correspondiente documento, el cual explicaba que tipo de acciones 
en verdad, justicia y reparación debería tener el estado colombiano para las familias y 
sobrevivientes  (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2007b): 
 
 Seguir con las diversas investigaciones que lleven a la justicia de las personas 
involucradas. 
 
 Condenar a todos los perpetuadores y determinadores de la masacre. 
 
 Llevar a cabo la reparación a las víctimas y familias por los sucesos ocurridos, 
incluyendo indemnización de perjuicios. 
 
 Llevar a cabo, por parte del Estado colombiano, una aceptación ante la comunidad sobre 
la omisión y las consecuentes  valoraciones normativas en los hechos de  la  Rochela. 
 
 Realizar los correspondientes hechos de reivindicación para las víctimas, familiares, así 






 Adecuar e implementar los mecanismos de ley que lleven al control y desaparición por 
vía legal de todos los grupos paramilitares en Colombia, según criterio de la CIDH y en 
el “Informe sobre el Proceso de Desmovilización en Colombia “. 
 
 Realizar los correspondientes actos de control judicial que permitan que este tipo de actos 
reprochables en contra de la vida, no sean parte de nuestra realidad nacional. 
 
Acatando lo anterior, según la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2007b), la 
República de Colombia llevó a cabo el cumplimiento parcial frente a las recomendaciones del 
alto tribunal: 
 
 Se llevó a cabo diligencia el día 18 de septiembre del 2006, en la sede del Tribunal de 
Santander, en donde Wilson Mantilla y Manuel Díaz firman conciliación en la cual se 
indemnizan de forma total todos los perjuicios generados a las víctimas y sus familias del 
caso La Rochela.  
 
 En cumplimiento del fallo del CIDH, el día 28 de septiembre del 2005, el señor Francisco 
Santos, en calidad de representante del Estado colombiano, llevó a cabo un acto en el 
cual se reconoce la responsabilidad gubernamental en la masacre de la rochela. Asistieron 
al evento victimas sobrevivientes y familiares, quienes participaron activamente con la 
recordación de sus seres queridos. 
 
 Se realizó el descubrimiento de una placa conmemorativa con el nombre de los 
funcionarios asesinados. 
 
 Se llevó a cabo en el bunker de la Fiscalía en Bogotá y en el Ministerio de Relaciones 
Exteriores el evento “Galería de la Memoria”, en donde se ubicaron 12 fotos de las 







 Se aperturaron en la Procuraduría General de la Nación investigaciones de carácter 
administrativo-disciplinario, con el fin de determinar responsabilidades por parte de 
funcionarios públicos en la masacre de La Rochela. 
 
Frente al trámite adelantado ante la CIDH, el oficio de demanda se presentó el día octubre 
8 de 1997, el cual fue admitido por la Corte mediante oficio No. 42/02, solo hasta el 9 de octubre 
de 2002. El informe con las recomendaciones finales se expidió en marzo 7 del 2005, apelando 
“lo señalado con el artículo 50 de La Convención, estableciendo la falla del Estado colombiano, 
con la correspondiente expedición de recomendaciones (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 2007b). 
 
En seguimiento de lo anterior, el 28 de febrero de 2006, se conceptuó por parte de la 
Corte, que el Estado no había cumplido todas las estipulaciones de la CIDH. Por tanto, se 
procedió de manera inmediata a compulsar copias de lo actuado. En marzo 10 del 2006, se 
somete a competencia de la CIDH para determinar la responsabilidad del estado en las garantías 
de ley, tutela judicial, en virtud de la masacre y el no cumplimiento de lo recomendado (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2007b). 
 
1.1.5. Investigaciones científicas y/o estado del arte 
 
El estado del arte en lo concerniente al objeto de estudio de esta pesquisa fue establecido 
mediante la consulta en plataformas institucionales, monografías de pregrados y postgrados, 
repositorios universitarios, artículos y revistas de investigación científica. Esto permitió 
identificar las tendencias del estudio, con el fin de realizar una reflexión crítica sobre lo ocurrido 
con la muerte de los funcionarios judiciales, y determinar si las víctimas y sus familiares han 
recibido, por parte del Estado colombiano, las correspondientes indemnizaciones y claridad 
sobre los hechos ocurridos.  
 
Un antecedente importante sobre el tema investigado es el informe titulado” Colombia: la 
impunidad a la orden del día, de Pérez (1997),” en donde despliega factores esenciales sobre el 






(…) han asesinado trescientas mil personas -300.000- alrededor de cien por día-treinta 
mil de las cuales por razones políticas - en promedio diez diarias-, de las cuales tres 
perecen en combates entre la guerrilla y la fuerza pública, y siete en ejecuciones 
extrajudiciales o masacres. Cerca de un millón de personas han sido obligadas a 
desplazarse de su terruño -la mayoría viudas y niños huérfanos- dejando atrás sus ranchos 
quemados, sus seres queridos asesinados y cargando con su miseria a cuestas. Dos mil 
quinientas personas han sido detenidas desaparecidas, miles han sido detenidos 
arbitrariamente y miles han sido torturadas” (Pérez, 1997, p.12). 
Con los anteriores números se ve reflejado las aterradoras cifras de los daños infringidos 
por los grupos paramilitares señalados que indican una clara existencia de impunidad que incursa 
Colombia. Afirma Pérez (1997) que, en varias oportunidades, cuando no es el accionar de grupos 
paramilitares protegidos por el Estado, es el actuar de los propios integrantes de las fuerzas 
armadas que constitucionalmente están facultados para servir y proteger a nuestra sociedad.  
 
Como ejemplo, Pérez (1997) señala que cuando el ente investigador aboca conocimiento 
de causa penal contra servidores publicos  comprometidos en delitos atroces  y su patrocinio a 
grupos emergentes, de manera infranqueable y casi inmediata entra la jurisdiccion de la justicia 
penal militar, la cual dentro de sus postulados normativos establece el juzgamiento de militares 
activos. 
“ Dichas decisiones son discutibles en derecho y están mediadas por la voluntad implícita 
de los magistrados de contribuir a asesinatos de la política de impunidad sobre las violaciones a 
los derechos humanos. Señala Pérez (1997) que la ausencia de independencia en las decisiones 
se puede confirmar con la decisión de las Fuerzas Armadas de ascender ad honorem al cargo de 
Brigadieres Generales a las magistradas de ese órgano de justicia Luz Stella Mosquera y Myriam 
Donceto de Montoya, por sus servicios rendidos a las Fuerzas Militares, hecho que ya desdice de 










(…) del 5 de octubre de 1993, tropas del Batallón Palacé bajo el mando del Teniente 
Coronel Luis Felipe Becerra Bohórquez, simulan un enfrentamiento armado para 
justificar la masacre de trece campesinos en el municipio de Trujillo, Departamento del 
Valle, entre ellos un anciano de 75 años, seis mujeres, dos de las cuales menores de edad 
y una embarazada, todas torturadas y violadas (Liga Internacional por los Derechos 
Humanos y la Liberación de Pueblos, 1990, p.43). 
 
El hecho se presentó como actos del cumplimiento del deber y  la accion estatal en contra 
de reductos subersivos. En este caso especifico, varios de los campesinos dados de baja fueron 
disfrazadas con camuflados y botas usadas por el ejercito.  
 
“La justicia penal militar inicia la pesquisa una vez trasciende a la opinión pública la 
verdad. Al Coronel, quien había confesado ser el responsable intelectual de la matanza de los 
presuntos guerrilleros, se le impuso una caución de U.S. 70 como medida de aseguramiento. La 
Fiscalía sólo entra a discutir la competencia en la investigación trece meses después de los 
hechos y dicta una orden de captura contra el Coronel, la cual nunca se hizo efectiva porque la 
justicia penal militar provocó colisión de competencias. En el mes de marzo de 1995 el Consejo 
Superior de la Judicatura decidió a favor de los intereses militares (Pérez, 1997).” 
 
“Sigue el relato del diario La Prensa que reprodujo los memoriales de la denuncia que 
Saúl Segura Palacios y Carlos David López enviaron al Fiscal General de la Nación el 4 de enero 
de 1994.  Dos miembros de la Red de Inteligencia número 7 de la Armada Nacional adscrita a la 
Dirección de Inteligencia de las Fuerzas Militares adjudican públicamente: “ 
 
(…) la responsabilidad de dicha red bajo la dirección del Coronel Rodrigo 
Quiñónez en el asesinato de más de cien personas en el puerto petrolero de 
Barrancabermeja y sus alrededores, entre los años 1992 y 1993; la mayoría de las 






“ La denuncia del suboficial y del ex-suboficial dio lugar a la iniciación de un 
proceso penal en la Fiscalía General, al tiempo la Justicia Penal Militar reacciona 
para reclamar la competencia quien le es otorgada el 11 de agosto de 1994 con 
ponencia del magistrado Leovigildo Bernal. Entonces la Justicia Penal Militar 
vincula a la investigación y ordena la detención, no del Coronel Rodrigo 
Quiñónez, sino de los denunciantes quienes son puestos prisioneros y uno de ellos 
Saulo Segura es asesinado en la cárcel en la que estaba internado en la ciudad de 
Bogotá el 30 de diciembre de 1995 (Pérez, 1997, p. 14).” 
 
“En el mismo municipio y los alrededores, entre el 7 de agosto de 1994 y el 31 de 
diciembre de 1995, se presentaron 217 ejecuciones extrajudiciales y 14 desapariciones forzadas. 
En la zona se ha consolidado el paramilitarismo como proyecto contrainsurgente. Así lo 
denunció el propio comandante de la Policía de Aguachica, quien estableció que el mayor del 
Ejército Jorge Lázaro Vergel,  responsable de la base de Aguas Claras con poder de mando sobre 
las bases de Aguachica y Morrión, era el principal ejecutor del paramilitarismo (Pérez, 1997). “ 
 
 Se profirió en contra del Mayor "orden de detención sin beneficio de excarcelación por 
fomentar y auxiliar estructuras paramilitares y por su posible participación en la masacre de 
Puerto Patiño" (Pérez, 1997, p.14).” El Mayor no fue conducido a una cárcel; el Ejército 
comunicó que se encontraba recluido en una base militar en la ciudad de Bucaramanga, 
entretanto la justicia penal militar provocó la colisión de competencias y el Consejo Superior de 
la Judicatura decidió asegurar el camino de la impunidad entregándoles el  juzgamiento del 
Mayor Lázaro Vergel (Pérez, 1997).” 
Se destaca nuevamente el trabajo de investigación realizado por el grupo de Memoria 
Histórica, dirigido por Gonzalo Sánchez (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación et 
al, 2010). Este estudio revela los altos riesgos que corren los funcionarios judiciales en desarrollo 
de sus labores. Además, establece que el aparato judicial, creado para investigar acciones 







 En el informe La Rochela. Memorias de un crimen contra la justicia, se destaca las 
cifras de homicidios, torturas y desapariciones en contra de funcionarios judiciales en 
cumplimiento de sus funciones. Situaciones fácticas de violencia contra 1487 funcionarios que se 
han logrado evidenciar por medio del Grupo de Memoria Histórica quien documentó cabalmente 
estas efemérides (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación et al., 2010).  
 
El actuar del grupo de narcotraficantes está caracterizado por el despliegue de acciones 
delictivas, entre las que figuran el soborno, chantaje, presión, intimidación y  diferentes formas 
de trasgresión para el logro de sus objetivos delincuenciales. La masacre de La Rochela apila los 
variados aspectos que enrostran la ilegalidad, operando contra la función de los operadores 
judiciales, en el marco del conflicto armado que en su momento se vivía en Colombia. Se 
evidencian hechos realizados por actores armados, quienes ejecutan su accionar de manera 
anónima, silenciosa y eficaz. 
 
De otra parte, se destaca el documento realizado por Departamento de Ciencias 
Sociales—Problemas Colombianos de la Universidad del Valle (Camacho, 1988),  en el cual se 
señalan características comunes en la masacre y el papel que ésta cumple en el conflicto 
colombiano. Se debe partir del hecho de que todas las masacres, tienen como principal 
característica la violencia extrema, la táctica utilizada es la crueldad y la proximidad de la 
víctima y su verdugo es el ítem más importante. Esta característica es indistinta a la intención de 
la masacre, las personas que la dirigen, los verdugos que las cometen, hasta el lugar geográfico 
donde se cometa y las herramientas que se utilicen en la tortura. El lugar de la masacre debe 
contar con linderos y absoluta privacía, con el fin de extender el período de agonía de la víctima, 
ya que, entre mayor sea este, mejor será el cumplimiento de los objetivos (Camacho, 1988).  
 
La masacre se configura en la destrucción de la víctima en todas las formas posibles y 
se tiene la muerte no como el mayor castigo sino la crueldad y la barbarie ejercida. De igual 
manera, cabe señalar que la extrema desigualdad es también una característica importante 








En el conflicto colombiano, la modalidad más utilizada es la vía de la violencia política, 
donde los autores son múltiples y no solo son los nombrados grupos al margen da la ley, al igual 
que en otros sitios el papel del victimario desarrolla relevancia en cada uno de los punibles. En el 
caso colombiano, las acciones indolentes infringidas sobre las víctimas, son un vehículo de la 
crueldad, toda vez no basta con la muerte, sino que hay que implantar el sufrimiento y la 
degradación para enviar mensajes que impacten. En este caso, las masacres no se pueden llamar 
como otra cosa, ni siquiera como guerra, ya que la desigualdad entre víctimas y victimarios es 
evidente; el control territorial, los éxodos de campesinos que son forzados por diferentes bandos 
es una evidencia de los papeles más importantes de las masacres en Colombia (Camacho, 1988).   
 
La crueldad y la sevicia que se ejerce son un símbolo de extrema violencia propio de la 
masacre. Los autores no se detienen en el horror de las torturas, además de que conocen muy 
bien las intenciones y los posibles resultados. De una forma maquiavélica logran sus objetivos, 
pero lo que no es claro son los actos cometidos por los verdugos, quienes reciben órdenes y 
emplean métodos brutales (Camacho, 1988). Si sus comportamientos no son producto de 
patologías, intereses personales como la venganza o dinero, ¿cuál es el verdadero impulso para 






CAPITULO II  
VERDAD JUSTICIA Y REPARACIÓN VÍCTIMAS  
 
En este apartado, se pone de relieve lo acontecido con los funcionarios judiciales, desde 
la perspectiva de sus seres queridos, resaltando sus consecuencias en las vidas de los implicados, 
por lo que se presentan testimonios1 de mártires, familiares y terceros víctimas de este suceso 
violento donde se ha eludido las responsabilidades por parte del Estado durante treinta años. 
 
2.1. Las víctimas y sus consecuencias 
 
Durante casi treinta años, las esposas, hijos, padres y familiares de la Rochela han tenido 
que afrontar el espectro del abandono, la soledad, la incertidumbre de la ausencia de su ser 
querido y lo mas importante, tener que afrontar una vida sin la compañía de alguien que pereció 
de una manera absurda y sorpresiva. Aquellos que lograron sobrevivir y familiares de la masacre 
de La Rochela se tropiezan con el dolor al buscar desesperadamente la verdad, la justicia y la 
reparación, la cual no se ha obtenido aún. 
Uno de los investigadores que logró sobrevivir a la masacre, Arturo Salgado, señala que 
su vida y la de toda su familia cambió de la forma más dramática, tal y como él mismo lo relata: 
 
No volvimos a ser los mismos y las horas de terror, el miedo extremo de estos momentos 
fatídicos, son sensaciones que jamás se olvidan. Fuimos enviados al matadero. Sin armas, 
sin escoltas y sin ayuda. Fuimos masacrados por nada y la separación de su grupo 
familiar durante meses, por estar confinados en bases de la policía y del ejército, se 
convirtió en tiempo que jamás recuperará y sobreviviendo sin recursos económicos ni 
ayudas por parte del Estado.  
                                                          
“1 La mayoría de testimonios incluidos en este apartado son tomados de la investigación del Colectivo de 
Abogados José Alvear Restrepo (Pérez, 1997). Las apreciaciones en el campo psicológico son el resultado de los 
estudios realizados por FASOL, entidad creada en 1990 a instancias de la Asociación Alemana de Jueces, ASONAL 
JUDICIAL, el Centro de Estudios y Educación Popular, CINEP y algunas personalidades como el ex canciller 
Alfredo Vásquez Carrizosa. Esa entidad ha adelantado proyectos de recuperación con niños, niñas, jóvenes, hombres 
y mujeres adultos (as) familiares de víctimas del poder judicial, planteando que el promedio de edad entre las 





Quedamos como si fuéramos los peligrosos, nosotros éramos los malos prácticamente, 
indicó al referirse a los hechos posteriores a la masacre. Finalmente, el señor Salgado 
relató el abandono que sufrió su familia y la falta de asistencia médica y psicológica hacia 
las víctimas sobrevivientes, así como su situación económica y la media pensión que 
recibe ‘por tiempo cumplido’, con la que debe sobrevivir (Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación, 2010, p.74 -79). 
El hijo de Virgilio Hernández —quien lleva nombre de su inmolado padre— señaló, 
como víctima, que los funcionarios investigadores se encuentran solos. No existe protección por 
parte del Estado para aquellos que tienen que investigar. Ante este hecho, Virgilio Hernández 
afirma que: 
No es posible investigar los crímenes cometidos por los grupos paramilitares; los 
operadores de justicia entendieron que en adelante deberían valerse por sí solos y que el 
Estado no estaba dispuesto a garantizar su seguridad en el desempeño de la función de 
investigar crímenes cometidos por grupos paramilitares, con participación de la Fuerza 
Pública (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, 2010, p. 236) 
 
De igual manera, expresó su frustración ante “la inacción del Gobierno y la falta de 
gestión por parte  de las entidades encargadas de investigar las circustancias de como ocurrieron 
los hechos y las consecuencias especialmente en su madre” (Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, 2010, p. 236) 
“El caso de Olegario Gutiérrez no dista de los demás. Él fue el esposo de la funcionaria 
Mariela Morales, quien se desempeñaba como juez. Señaló ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, lo que ha padecido tras la pérdida de su mujer. Además, habla del trauma de 
sus tres hijos, la separación de ellos, por cuanto tuvieron que crecer en domicilios separados y  
una situación que es cada vez más precaria en cuanto a los aspectos económicos de su vida 
(Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, 2010. Así mismo, y desde su condición de 
abogado y familiar de una víctima, expresó la impotencia que sentía al no poder acceder el 
proceso y las dificultades internas para acreditar su condición de compañero de la Jueza Morales 






Otra de las víctimas de la masacre de La Rochela, Alejandra Beltrán, entrega un 
testimonio bastante cercano al de las demás víctimas. No tiene palabras para describir el dolor y 
angustia sufrido; la pérdida y zozobra es indescriptible. Su pequeño hermano, quien padece 
serios quebrantos de salud, vio afectado su tratamiento de carácter médico, por cuanto los altos 
gastos eran imposibles de pagar por parte de la familia en ausencia de su ser querido. 
 
Su testimonio desgarrador fue vital para crear conciencia en torno al hecho de que las 
familias y seres damnificados con la pérdida de un ser querido merecían saber la verdad de la 
masacre de la Rochela y recibir del estado la correspondiente justicia. 
 
Las declaraciones de los familiares sobrevivientes, la narración de como el Estado los 
abandonó a su suerte y como 30 años después no han recibido ningún tipo de ayuda en lo 
material y moral fueron llevadas hasta la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual, 
después de investigar los hechos ocurridos, condenó al Estado colombiano. 
 
Varios de los sobrevivientes han logrado seguir con sus vidas. Wilson Mantilla, 
sobreviviente de la masacre, y quien se desempeñaba como técnico de CTI, para el día de los 
hechos, recuerda de manera total, absoluta y con la precisión del relojero, cada uno de los hechos 
ocurridos ese fatídico 18 de enero. En este momento, Mantilla se desempeña como fiscal 
especializado y entrega detalles exactos de como fueron masacrados sus 12 colegas. 
 
A pesar de lo ocurrido, de la destrucción mental de su alma y los recuerdos que lo 
acompañan día a día, Wilson Mantilla continúo vinculado a la Fiscalía General de la Nación. En 
el pasado aniversario de  años de ocurrida la masacre, recuerda la manera milagrosa como escapó 
junto a otros dos funcionarios de la cruel masacre perpetuada por grupo paramilitar. Con la 
lucidez de lo recuerdos aun vivos, señala la manera y escenarios (tiempo, modo y lugar) donde 








“Según él,” uno de sus compañeros lo salvó, debido a que la masa encefálica y la sangre 
de quien iba a su lado le cayó encima. Esto le ayudó a hacerse el muerto. Su boca también estaba 
llena de la sangre de su amigo y al ser golpeado por uno de los atacantes la arrojó, por lo que el 
paramilitar dio la orden de que lo dejaran tirado. Una vez se marcharon los paramilitares, logró 
soltar las ataduras de las manos y salir del lugar. Además, relata que: “dentro de los vehículos 
nos masacraron. Después de que dispararon procedieron a sacarnos de los carros. Y al que se 
moviera le disparaban un tiro de gracia en la cabeza” (Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, 2010, p.213). “ 
 
Hace 30  años Mantilla trabajaba como técnico investigador, y a lo largo de su carrera 
había recibido varios impactos de bala. Describió cómo se desplegó la visita técnica a la zona de 
La Rochela y qué era lo que tenían que investigar. Desde Bogotá, se desplazaron para llevar a 
cabo la investigación en la que 19 comerciantes provenientes de la ciudad de Cúcuta habían sido 
borrados de la Región. Dicha misión de trabajo no pudo ser realizada por parte del grupo 
investigador. Durante varios años Mantilla tuvo a su cargo protección por parte del Estado, la 
cual fue desestimada al considerar que ya no la necesitaba. 
 
Daniel Ricardo Hernández también trabaja en la Fiscalía como fiscal especializado. Es 
hijo del inmolado Fernando Hernández, asesinado en la masacre. El amor por el derecho y la 
profesión de su padre, lo llevó a estudiar y a vincularse a la rama judicial desde hace 11 años 
(Semana, 2014). No puede evitar sentir tristeza y tener que mostrar su inconformidad por el nulo 
avance en las investigaciones por parte de las autoridades y que el paso inexorable del tiempo ha 
contribuido a que muchos de los actores principales no se encuentren con vida  (Semana, 2014). 
Daniel Ricardo Hernández comenta que:  
 
“Hay una impunidad completa, me duele decirlo porque es una entidad que amo. La 
Fiscalía me ha dado todo lo que tengo, pero hay una injusticia total frente al caso. Solo se 
ha emitido una condena como es la de alias ‘Vladimir’ autor material de los hechos y jefe 
de los ‘Masetos’ para esa época, pero no se han logrado condenar o llevar a juicio a los 
determinadores de le los hechos que son funcionarios o que trabajaban con el Estado, 






Durante una ceremonia eucarística celebrada en el año 2018, se le realizó a cada una de 
las víctimas un sentido homenaje. Se habló de la condena impuesta por parte de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos al Estado colombiano, con el fin de que se llevara a cabo 
la correspondiente reparación a las familias de las víctimas y se determinara la responsabilidad 
de los perpetradores de la masacre. A pesar de esta condena,  no se ha avanzado en los aspectos 
del acápite resolutivo de la sentencia. 
 
Existen, en la actualidad, situaciones de amenaza en contra de abogados y familiares 
sobrevivientes. Lo que se sabe de estos hechos  se debe al juicioso y preciso trabajo investigativo 
del grupo de Memoria Histórica. Se logró determinar que la Comisión, en su totalidad, se 
encontraba sentenciada a muerte, sin que ellos estuvieran enterados. Los ilustres asistentes a la 
Hacienda Guacharacas, entre los que se cuenta, políticos, capos del narcotráfico y militares, 
concluyeron que lo mejor era asesinar a los miembros de la comisión judicial (Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación, 2010). 
 
Dentro de los muchos descubrimientos efectuados por el grupo de Memoria Histórica, se 
logró establecer que Pablo Escobar y Gonzalo Rodríguez, alias “El mexicano” no querían que la 
comisión verificara varios cultivos de cocaína en el área (Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, 2010). 
 
Continuando con los testimonios de las víctimas y sus familiares de La Rochela, se 
destaca el del señor Alfonso Morales, quien es el hermano de Orlando Morales: 
 
Nuestras vidas cambiaron por completo y nuestros proyectos de vida también. Luego de 
la muerte de Orlando, nuestros proyectos de vida se vieron truncados, no pudimos 
terminar ninguno de los hermanos educación superior. Mi padre quien era el soporte del 
hogar no pudo soportar con la perdida de mi hermano (Comisión Nacional de Reparación 







Así mismo, Alfonso Castillo, papá de Carlos Castillo señala: 
 
Fueron muchos los préstamos que se tuvieron que realizar para cubrir las necesidades 
básicas de la familia. La situación económica se tornó insostenible y gracias a los buenos 
oficios de amigos y familiares, logramos solventar nuestras necesidades luego de la 
partida de Carlos. Otro de mis hijos, Orlando, debido a nuestra angustia existencial miedo 
y dolor, tuvo que abandonar su carrera universitaria y regresar a casa a cuidarnos. 
Sufríamos de soledad y depresión. La partida de Carlos generó en nuestros corazones una 
angustia que es imposible de expresar con palabas. Mi otro hijo, también fue victima y 
una de las razones, fue el ver truncada su carrera universitaria, la cual logró retomar hasta 
hace pocos años (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, 2010, p.238). 
 
 
Alonso Castillo detalla con profundo dolor, todos los aspectos emocionales vividos por su 
familia y cómo la vida literalmente les cambió de manera dramática y sin buscarlo: 
 
Si llevara a cabo una descripción sucinta de todo lo vivido, yo y mi familia, jamás 
terminaría. Mi esposa estuvo varios meses hospitalizada en una clínica, producto de un 
quebranto de salud, llamado Vértigo. No podía caminar, no podía subir ni bajar escaleras. 
No podía estar de pie y necesitaba el acompañamiento siempre de una persona (…). Yo 
simplemente no quería vivir. Trabaje solo un año más. No tenía fuerzas para continuar. 
Mi vida no me importaba y no Valia nada. Es muy triste volver a sonreír después de 
semejante tragedia. 
 
Es difícil de entender, pero más duro explicar, de cómo traes a la vida un ser, al cual le 
das todo tu amor y devoción. Lo ves crecer, madurar y al poco tiempo avisan que fue 
fusilado. Mi esposa emocionalmente estaba destruida y poco tiempo después determinó 
retirarse de su trabajo. Ella laboraba con niños y jóvenes y en cada uno de ellos, veía el 
rostro de nuestro hijo. Nuestra familia, siempre han estado ahí, incondicionales y prestos 






Son muchos y variados los gastos que me ha tocado asumir después del asesinato de mi 
hijo. En varias oportunidades nos ha tocado desplazarno de la ciudad de san Gil a Bogotá, 
junto con mis cuatro hijos y esposa. Me correspondió sufragar los gastos 
correspondientes al Osario, y el traslado de cenizas. A dicho viaje me acompañaron dos 
de mis hermanos, quienes tampoco tenían las condiciones económicas para viajar, pero su 
solidaridad y el quererme acompañar en tan dura y dolorosa misión. Varios de los gastos 
de mi esposa en materia medican he tenido que asumirlos con mis recursos, por cuanto 
dichos tratamientos, incluyendo citas y valoración con especialistas medicina y citas no 
son cubiertos por parte de la EPS (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, 
2010, p.238-239). 
 
La hermana de Cesar Augusto Morales, María Morales Cepeda, para nada ajena a los 
demás testimonios, manifestó: 
Para nuestra familia, la vida cambió radicalmente después de que asesinaran a mi 
hermano Cesar Augusto. El matrimonio de mis padres, simplemente se acabó. Eso ya 21 
años. Se acabó la alegría y la unión en nuestro hogar. Mi madre perdió el brillo y las 
enfermedades le empezaron a cobrar factura. Se convirtió en una mujer triste, amargada. 
Esto motivo a que mi padre se fuera con otra mujer, cansado de lo que le tocaba vivir. 
Este golpe fue devastador para el hogar. 
 
A pesar de lo anterior, y que se convertía en un golpe para familia, vinieron las segundas 
y las terceras partes. La casa paterna se perdió producto de un negocio ficticio en el cual, 
mi padre quiso ayudar en vida a mi hermano, dejando en garantía la casa con el Fondo 
Nacional del Ahorro. Al morir mi hermano, todo el patrimonio pasó a nombre de mi 
cuñada. A pesar de que ella conocía toda la situación.  
 
Hizo efectivo el correspondiente proceso civil y sacó a toda la familia de nuestro hogar. 
No teníamos trabajo, nuestra situación económica era precaria. No hubo compasión por 
nada ni por nadie, siquiera por la situación de salud de mi madre, quien, para esos días, 
esperaba una intervención médica de alto riesgo (Comisión Nacional de Reparación y 






Por su parte, la esposa de Luis Hernández, Myriam Morales manifestó:  
 
La familia como tal y el núcleo de unión, se desintegró por completo. A partir de la 
muerte de mi esposo, fueron múltiples las limitaciones de todo tipo para la familia, 
principalmente para mis hijos. Ellos no decían nada. No pedían nada. No manifestaban 
nada. Pero internamente eran victimas silenciosas de la devastación que produjo en su 
vida la partida tan prematura de su padre. Se presentó en mis suegros otro tipo de muerte, 
y es la muerte por dolor. Mi suegro inicio una lenta agonía, después de conocer el 
fallecimiento de su hijo. Se volvió mudo y casi no musitaba palabra alguna. Quedó con la 
mirada perdida y el corazón lacerado de tanto dolor. Al poco tiempo generó el mal de 
“Parkinson”. Nunca se quejó, jamás comentó nada de lo que lo agobiaba. Cinco años 
después murió. Porque años antes, el grupo armado paramilitar al mando de Vladimir se 
llevó con sus balas de fusil su alegría y vida total. Su hijo adorado (Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación, 2010, p.242). 
 
La madre de Luis Hernández, doña Rosita, no pudo soportar tanto dolor y murió producto 
de un derrame interno, que la llevó lentamente a la muerte. “La señora Rosita, la mamá de 
Luisito, murió desangrada por el dolor de saber que no se había hecho Justicia por la muerte de 
su hijo” (Pérez, 1997, p.15).  
 
 
2.2. Complicaciones económicas y psicológicas de las familias víctimas 
 
Posterior a la masacre, las familias de las víctimas tuvieron que pasar por cualquier 
cantidad de tribulaciones, entre lo económico, lo social, lo familiar, la afectación en todos los 
campos de desarrollo sicomotriz en sus hijos y demás aspectos. Los menores de edad no 
pudieron tener un crecimiento y una infancia normal, bajo el estigma del luto eterno el cual los 






La rabia generada por la pérdida de familiares en circunstancias violentas genera 
comportamientos en los menores, acordes a los momentos de violencia vividos. Sentimientos 
como la impotencia, la ira y un deseo total de venganza son las manifestaciones primarias en 
niños y niñas. Otro punto clave es el desmejoramiento académico, la apatía al cambio y la 
sensación de tristeza. Los procesos académicos tienden a desmejorarse y el sentido de 
responsabilidad por las obligaciones primarias de la familia, literalmente, desaparecen en los 
menores de edad producto de este tipo de eventos traumáticos.  
 
En la pubertad y en lo menores que se acercan a la mayoría de edad, las manifestaciones 
de rabia y frustración generan múltiples cambios en su personalidad y en la manera de 
relacionarse con el entorno. Tienen la tendencia a la agresividad, a mostrar soledad y cero 
relaciones afectivas con su círculo primario familiar. Dichas situaciones de abandono y 
sentimientos de venganza los llevan a tomar bebidas embriagantes y, en algunos casos, el inicio 
en consumo de sustancias prohibidas.  
 
Los padres que sobreviven deben pasar por diversos procesos afectivos y de inculpación. 
El sentimiento de culpa por no haber estado en el momento de los hechos y la victimización es 
parte del proceso de duelo, el cual, muchas veces, no es posible encontrar la paz y la 
tranquilidad. 
 
El viacrucis afrontado por los familiares, hijos, esposos (as) y padres en una situación 
violenta hacen que queden a merced del abandono estatal. Aquellos que vivieron la pérdida 
intempestiva de un familiar o ser querido también han padecido el incumplimiento de las 
múltiples promesas por parte del Estado, así como el sometimiento a la estigmatización social al 
que son sometidos, haciendo parte activa de esa cadena de desgracias que tienen que soportar.  
 
Además de lo anterior, han padecido el implacable sentimiento de culpa, con el 
posterior señalamiento directo por parte de los hijos menores, en donde se endilga la 
responsabilidad en la muerte de sus padres o madres. Todos estos factores de tipo social 






Un ejemplo que resume el caso del deterioro económico, la pérdida de cordura por parte 
del grupo familiar y las necesidades soportadas, lo entrega Luz Marina Poveda, compañera de 
Cesar Morales, quien se desempeñaba como técnico judicial adscrito a la unidad de San Gil: 
 
“Con el asesinato de Cesar, se destruyó una familia, un hogar, económicamente nos fue 
muy mal, porque mi esposo era quien respondía, yo no tenía trabajo, tenía una hija 
recién nacida y la otra de un año, así que le tocó a mi papá ayudarme, no les podía pedir 
a mis suegros porque ellos estaban peor que yo, en ese momento en que no sabía que 
hacer, mi papá me ofreció una habitación, porque nosotros no teníamos casa, y me 
acompañó a traer el trasteo desde San Gil, y terminé viviendo en su casa en el barrio 
Bachué (...). Luego del tratamiento con el psicólogo se les empezó a decir la manera 
como había muerto su papá en realidad, Sandra lloraba mucho, porque ella lo recordaba. 
Vanesa simplemente no decía nada, supongo que debe tener guardado su dolor. 
También yo acudí a tratamiento psicológico, sufría depresión, soñaba que llegaban los 
victimarios de mi esposo, soñaba mucho con mi esposo, andaba muy asustada, no salía 
por temor, en otras ocasiones he vuelto a sentir temor, no por mí, sino por mis hijas (...) 
(Pérez, 1997, p.17). 
 
Otro de los aspectos destacados después de leer cada uno de los impactantes relatos de 
los sobrevivientes es que en varias de las familias se encontraban hijos pequeños con pocos 
meses de nacimiento. Resaltar en extensión todos los eventos y casos particulares resulta 
imposible, pero hay una historia en particular: el caso de la funcionaria Mariela Morales, quien, 
para la época de los hechos, se desempeñaba como jueza.  
 
Dicho caso abordado por la CIDH, expresa de forma desgarradora su situación familiar. 
El asesinato de la funcionaria implicó el rompimiento y desintegración de la familia como tal. 
Mariela, para los hechos de la masacre, se encontraba dando leche materna a su hijo Nicolás 
Gutiérrez, de casi nueve meses de edad. Otro hijo, de casi dos años  posterior a los hechos, tuvo 
que ser separado y ubicado en un hogar diferente al de su hermano. El padre de los menores, casi 
siempre no hacia acto de presencia con los niños y eran pocas las oportunidades en las que 






Así mismo, se pone de relieve la historia de Paola Martínez, esposa  de Luis Hernández: 
 
(…) la vida nos cambió por completo y llevábamos una relación de más de 12 años, en 
la cual convivíamos de manera ininterrumpida. En mi caso particular, existía una 
dependencia total de Luis. Yo no trabajaba y no me desempeñaba en absolutamente 
nada. Después de la muerte de Luis, mi estado de salud desmejoró en forma progresiva 
y mis visitas al hospital eran casi a diario. No comía, trasbocaba y mi estado de 
descompensación era total y evidente. Con la desubicación propia de la pérdida del ser 
amado, me daba miedo todo. Principalmente el hecho de afrontar mi realidad. La vida 
nos dio un giro total. Por razones económicas tuvimos que salir de la casa en la cual 
vivíamos junto a mis hijos y mudarnos a un pequeño apartamento. Mi vida como tal no 
tenía sentido a pesar de que estaban mis hijos. Recibí asistencia y ayuda profesional en 
la fundación AVRE, en la cual asistí a terapias durante 1 año (Pérez, 1997, p.18). 
 
Sandra Morales tenía un año cuando su padre Cesar Morales fue asesinado. Él era      
funcionario adscrito al CTI Policía Judicial San Gil. Se extracta parte de su vivencia: 
 Mi hermana y yo, producto del trauma por la muerte de mi papa, estuvimos en 
intervención sicológica. Cuando estábamos más pequeñas, estuvimos en FASOL, y ya de 
grandes hemos tenido algunas dificultades, yo incluso estuve internada en una clínica de reposo 
en un tiempo, hace como cuatro años por un intento de suicidio, yo tuve un problema grande y 
mi mamá no estaba, yo estaba sola, y los vecinos se dieron cuenta, la policía llamó a la 
ambulancia, después ya llegó mi mamá y tuve tratamiento de un sicólogo y de un siquiatra. A mi 
hermana que es menor que yo, creo que la afectó más la ausencia de mi papá y eso que ella si 
que solo tenía 18 días de nacida, a mi mamá la llevaron a la clínica el 31 de diciembre del 88 y 
tuvo a Cindy el 01 de enero del 89, y a los días mi papá ya se tenía que ir a la Comisión, pero 
cuando era pequeña era la que más le preguntaba a mi mamá por él, la que hablaba más de él, 
cuando mi mamá intentó tener otra relación afectiva y nació mi hermanito, a ella fue la que más 
duro le dio, por eso mi mamá no hizo convivencia con ese otro señor. Cindy peleaba mucho con 
mi mamá, le pedía que no le impusiera otro papá y aunque mi mamá intentó explicarle, nada, no 






El hermano de Benhur Guasca, otro de los funcionarios asesinados, Sócrates Guasca, 
relata de manera especial, la afectación familiar: 
 
La vida de mi familia cambió harto, ya no éramos la familia alegre que se reunía los 
diciembres, se sufría de tensión, mi madre se enfermó mucho de la presión arterial, de 
los nervios, ya no éramos la misma familia…Yo abandoné el pueblo, la casa, los 
estudios, me fui para el campo a trabajar, la casa después de la muerte de mi hermano se 
empezó a fragmentar, se desunió la familia, mis papás se quedaron solos en la casa, y 
mi hermana Suevia le tocó asilarse en Estados Unidos por amenazas también. 
 
Iván representaba la figura paterna, el futuro económico y profesional de la familia, no 
solo de los hermanos, sino también de los sobrinos él era el que más lejos había llegado 
de todos, era nuestro modelo a seguir (…) Las consecuencias fueron muchas porque 
primero, Iván tenía muchos planes para hacer, segundo, también quería seguir ayudando 
al resto de mis hermanos, arreglar la casa, de ampliar un negocio que teníamos, y 
además, todo lo que he dicho, pero ahí se truncó todo. Si él hubiera continuado 
trabajando en la Rama Judicial, si no hubiera muerto, con seguridad mis padres 
hubieran tenido mejor atención médica, porque mi padre se enfermó y tocaba sufragar 
gastos, viajes para Bogotá con especialistas, droga que no daba el seguro social y que 
nos tocaba comprar por aparte, sillas de ruedas. Cuando se ponía grave en la casa había 
que internarlo en la clínica, pruebas por aparte, tratamientos terapéuticos, y lo mismo 
sucedió con mi mamá, quien como a los dos años entró en enfermedad grave, y también 












Por su parte, la hermana de Gabriel Enríquez, señala: 
 
Económicamente, mi mamá y mi papá fueron los directamente afectados con la 
muerte de mi hermano, y obviamente su esposa Mariela y mi sobrino Marlon. Por 
parte de mi mamá, sufrió mucho, le tocó salir a trabajar y ya tenía más de cuarenta 
años y solo consiguió trabajo en oficios domésticos para mantener a la familia. 
Como lo dije anteriormente, nosotros somos muy unidos, y mi hermano a 
nosotras; a Matilde y a mí, también nos ayudaba en lo que podía. Al morir Gabriel 
Enrique pasamos una situación económica muy difícil porque las hermanas 
teníamos que compartir lo poco que podíamos ganar con nuestras propias 
familias, más la manutención de nuestros padres, mi papá ya por su avanzada edad 
no podía trabajar y tampoco le daban ningún empleo, pero aún así tuvo que 
trabajar, mi mamá que nunca había trabajado. Con el fallecimiento de mi 
hermano, aparte de la desestabilización emocional, tuvimos afectaciones 
económicas (Pérez, 1997, p.24). 
 
De otra parte, el hermano de Orlando, Alfonso Morales indica: 
 
Los gastos en los que incurrió la familia por la muerte de Orlando son los 
siguientes: Pasajes aéreos a Barrancabermeja, gastos médicos de mi padre y mis 
hermanos, ya que a raíz de los hechos mi papá sufrió algo parecido a un derrame 
cerebral, pago de bóveda por cinco años de los restos de mi hermano, servicios 
funerarios y oficios religiosos. Además, la muerte de mi hermano condujo a la 
muerte a mi padre, lo que implicó gastos de inhumación y los demás que conlleva 
un evento de esta naturaleza. Mis hermanos incurrieron en gastos de honorarios de 
abogado dentro del proceso de reparación, ya que algunos de mis hermanos y mi 
padre fueron indemnizados, y esto implicó aquellos gastos… Sobre las 
afectaciones psicológicas, es importante señalar que todos los miembros de la 
familia sufrimos trastornos emocionales, debido a que al momento de la muerte 





“Es decir que comenzaba a vivir. Había sido nuestro mejor hermano, el más 
consentido, por haber sido huérfano de madre desde muy pequeño. No sé si 
alguno de los hermanos fue al psicólogo, de pronto las mujeres (…). Tengo 
conocimiento que algunos de mis sobrinos se vieron afectados psicológicamente, 
y mis hermanos y mis amigos en general insistieron en que me retirara de la 
institución en la que trabajo, temiendo que en algún momento me pasara lo mismo 
que a mi hermano, ya que con posterioridad a los hechos vinieron otros 
acontecimientos entre los que se encuentra la masacre de Usme, en la que también 
fallecieron funcionarios judiciales (Pérez, 1997, p.26-27).” 
 
Otro aspecto que resulta importante señalar es el relacionado con el aspecto médico de 
las familias. Es claro señalar que la salud opera como un elemento independiente en la vida de 
cada una de las personas. En este sentido, existen situaciones en la vida que pueden generar 
consecuencias nefastas de salud en el organismo de las personas. Otro aspecto importante es la 
falta de atención médica en tratamientos esenciales y la falta de recursos económicos para lograr 
sufragar estos aspectos. 
 Ejemplo de esta situación, es la relatada por Luz Carvajal, compañera del funcionario 
Yul Monroy Ramírez: 
 
Fue muy doloroso ver a mi hija tan chiquita llorar porque me veía llorar, no 
poderle explicar porqué no podía volver a ver su papá, como tampoco por qué de 
un día para otro no lo iba a volver a estar con ella, pues por su corta edad de trece 
meses no lo podía entender, es tan frustrante no poder hacer nada para que las 
cosas no terminaran así, como si fuera poco a ocho días de haberse muerto Yul, a 
mi hija aparte de su problema de reflujo, le dieron todas las enfermedades de los 
niños, rubéola, paperas, varicela, pienso que como no podía expresar el dolor que 
sentía por la ausencia repentina de su padre, sus defensas se bajaron tanto que iba 
de para atrás. Le dio bronquitis, me tocó hospitalizarla, por esa razón me tocó 
pedir licencia no remunerada en la empresa para irme con ella donde un hermano 
en la ciudad de Cali, para poder estar juntas, acompañarla y que no se sintiera tan 





Tuve que sacar ánimos de donde no los tenía para poderle sonreír y jugar, con 
todo esto veníamos de mal en peor y no fue esa sola vez que tuve que pedir 
licencia, no, fueron en total tres licencias no remuneradas que pedí en Telecom, 
porque realmente no me sentía capaz de trabajar, dure un año casi, como en esa 
lucha de poder entender porque lo habían asesinado (Pérez, 1997, p.28). 
Adicional a esto, Luz Carvajal, compañera del funcionario Yul Monroy Ramírez, relató: 
 
Anggie nació con problemas de salud, tenía reflujo en el más alto grado, acudido a 
todos los servicios de especialistas que nos cubría el sistema de salud, sin 
encontrar ningún resultado. 
Entonces me tocó llevarla a medicina nuclear, el tratamiento era costoso e 
implicaba un manejo especial (…) La mamá de Yul, la señora Josefa, también era 
anciana y siempre ha sido muy delicada de salud, tampoco podía recurrir a ella, 
por el contrario al morir él, fue una responsabilidad más para mi, pues ella perdió 
el servicio de salud, ya que Yul siempre la tuvo como su beneficiaria yo no la 
podía afiliar al seguro médico, pues el mío no la cubría. Después, ella entra a ser 
beneficiaria del sistema de salud estatal creado por la ley 100 de 1993 en el 
régimen subsidiado que se llama SISBEN, es decir el previsto para las personas 
sin recursos, sin embargo desde 2005 fue desafiliada sin tener en cuenta que no 
tiene ningún ingreso y que tiene casi 80 años, la explicación dada es que ella no 
tenía derecho a esa afiliación por lo tanto, la habían sacado del Sistema General y 
a la fecha se encuentra sin ningún amparo en salud otras oportunidades, anotó: 
Hubo repercusiones muy evidentes, como el fallecimiento de mi papá a los tres 
meses de ocurrida la masacre. Mi papá no pudo superar ese dolor. Lo vimos día a 
día agotarse, disminuirse, hasta que murió a los tres meses. Mi mamá es una mujer 
fuerte, recia, pero también se vio muy golpeada por esos acontecimientos. Al poco 
tiempo empezamos a encontrarla limitada físicamente, se descubrió que había 
hecho bloqueo una de las ramas derechas del corazón. Posteriormente se le tuvo 
que implantar un marcapasos. Cada vez que ella veía una afección en su salud se 
angustiaba, y aún se angustia mucho, de pensar en que sus nietos, los hijos de 






Respecto a los hijos de Mariela, manifiesta la hermana de Gabriel Enríquez que: 
 
Quien siempre ha tenido que acudir a tratamiento psicológico es Sergio Andrés, es 
quién quizá de los dos ha demostrado ser el más afectado, el mas desajustado 
emocionalmente, a pesar de los esfuerzos y atenciones de su actual mamá (Gloria) 
e hijos, él ha tenido fracasos académicos, inició su jardín infantil al lado de mi 
hijo menor, posteriormente el niño comenzó a presentar problemas de adaptación 
al colegio y dificultades en su aprendizaje, y bloqueo emocional, aspectos que 
pude apreciar dada la cercanía con mi hijo . Yo las analicé como una perturbación 
emocional, con incapacidad para relacionarse incluso con el resto de sus 
compañeros, con grandes inseguridades, pobre autoestima. Posteriormente va 
creciendo, y dadas las manifestaciones se le va prestando progresivamente ayuda 
psicológica. 
 
Cuando va llegando a la adolescencia, son más evidentes sus dificultades, y sus 
conflictos. Yo lo considero una verdadera víctima de la violencia, él ha sido el 
más cercano a su papá y quien además tuvo que manejarse en contextos bastante 
ambivalentes, de un lado con un padre ausente, y por otro con un padre con modos 
y estilos de vida y escala de valores que difieren marcadamente con los esquemas 
de formación impartido por nuestra familia, como de los esquemas vigentes en 
casa de Gloria de su madre sustituta. Considero estos aspectos de gran desajuste 
en su proceso formativo. Quizá Nicolás, quién creció con mi mamá y Orlando, su 
tío y figura paterna, pudo consolidarse bajo un solo esquema formativo. Uno 
aprecia la diferencia entre los dos, Nicolás es más sólido, con un proyecto de vida 
más claro, mientras que Sergio Andrés el mayor no tiene ningún proyecto de vida 









Alonso Castillo Mayoral, padre de Carlos Fernando Castillo Zapata, señala: 
 
“El estado de choque y emocional para mí fue tremendamente traumático. Había 
un muro que separaba al público, y yo, no sé cómo, salté ese muro. Trataron de 
decirnos que había dos sobrevivientes, y que entre esos sobrevivientes estaría mi 
hijo, pero era evidente que a los primeros que iban a rematar eran a los jueces y 
los secretarios, uno de los cuales era mi hijo.” 
 
“El sentimiento de desespero e impotencia es inefable. No hay forma de expresar 
el estado en que nos dejó la noticia de la muerte de nuestro hijo, a pesar de que 
nos decían que no nos preocupáramos, que los atentados no eran contra los 
secretarios sino contra los jueces. Pero yo pensaba que sí solo había dos 
sobrevivientes, no era muy factible que mi hijo estuviese vivo, ni que los 
sobrevivientes precisamente fuesen los secretarios (…). El desajuste para la 
familia fue tremendo, mi esposa tuvo que acudir a tratamiento médico, por que se 
enfermo luego de la masacre. Ella padeció mucho, y fue necesario llevarla a la 
clínica, debido a que adquirió una enfermedad llamada vértigo que ya había 
señalado, le hicieron todos los exámenes, y no le encontraban absolutamente nada, 
ahora ha venido recuperándose (Pérez, 1997, p.40).” 
María Carmenza Morales Cepeda, hermana de César Augusto Morales Cepeda, 
manifiesta: 
Mi mamá, durante los diecisiete años que lleva muerto, nunca dejó de llorar a su 
hijo, si bien no es lo mismo ahora que ha pasado el tiempo que al principio, luego 
de que ocurrieron los hechos, pero ella casi se enloquece, estuvo en tratamiento 
psiquiátrico por muchos años y la vida de ella fue solamente llanto, lloraba todos 
los días y todas las noches, mi hermana también porque es muy depresiva y para 
ella también fue muy duro, ella recibió tratamiento psicológico y mi madre recibió 
tratamiento psiquiátrico, incluso mi hermana estuvo recluida en una institución de 
ese tipo (…). La depresión de mi papá fue muy grande, el cambio de su vida fue 
enorme, sufrió mucho, lloró mucho, también vivió muy enfermo, pero trato de 






Se presentaron igualmente, circustancias de abuso de licor y sustancias no propias por 
parte de algunos familiares. No se menciona a las personas; pero igual resulta de vital mencionar 
una parte de sus relatos: 
 
“Todas estas vivencias me afectaron tanto que una de las consecuencias más 
graves fue caer en el alcoholismo, tuve que recurrir a grupos de alcohólicos, a 
terapias psicológicas, para completar mi hija estuvo en terapias también con 
psicólogos, en tratamiento médico, eso lo desgasta a uno mucho (…) (Pérez, 
1997, p.45). “ 
 
 
Dentro de su entorno psicosocial señalan : 
 
“Al ver que no encontraba respuestas, que las cosas no se aclaraban, que no se 
sabía que había pasado ni por qué, empecé a consumir mucho licor, era como la 
única compañía, acostaba a mi hija y me sentaba en la sala, a tomar, llorar y 
pensar que podía hacer. Pienso que si no hubiera sido por una amiga que me 
ayudó a salir de esto estaría muerta o en la calle como una loca, porque lo único 
que quería era como no estar aquí, como negar lo que ocurría, me decía a mi 
misma que eso no era cierto, como que no aceptaba la realidad (Pérez, 1997, 
p.48).” 
 
Varios relatos de algunos familiares de los inmolados, señalan depresion y serios 
quebrantos emocionales: 
 
(…) llegué hasta intentar quitarme la vida, fueron seis meses difíciles, me dediqué 
a tomar trago y a fumar, me corté las venas y me quería morir, sino que llegó (otra 
de las viudas), ella fue quien me salvó pues yo me estaba desangrando, me metió 








CORROBORACIÓN DE LA HIPÓTESIS  
Este aparte está basado en la corroboración de las hipótesis de la presente investigación: 
La actuación por parte del Estado colombiano no se ha hecho efectiva en los aspectos de 
verdad, justicia y reparación, en cumplimiento de los diversos fallos internacionales emitidos 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), dirigidos a resarcir los perjuicios 
económicos y morales causados a las familias de las víctimas, y se presenta impunidad con 
ocasión a la masacre de La Rochela por cuanto no se ha investigado ni sancionado a los autores 
materiales de esta masacre.  
3.1. El Fallo de la Corte IDH 
Apenas se surtieron todas las etapas procesales, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), mediante sentencia datada en mayo 11 del 2007, condena al Estado 
Colombiano por su responsabilidad en la muerte de 12 funcionarios judiciales. 
 En aplicación al artículo 4, referido al derecho a la integridad personal en perjuicio de las 
víctimas y sus familiares, los artículos 5.1 y 5.2 sobre el derecho a la libertad personal en 
perjuicio de las víctimas, el artículo 7 con respecto a la violación de los derechos las garantías 
judiciales y los artículos 8.1 y 25 con referencia a la protección judicial (Centro por la justicia y 
el Derecho Internacional, 2007). 
 
El fallo de la Corte señala que el asesinato de los funcionarios se desarrolló en un marco 
de vulnerabilidad del orden público, así como la violencia ejercida en contra de los servidores 
públicos. Además, se descubrió que, en el contexto normativo expedido por el Estado, se 
favoreció el fortalecimiento de grupos insurgentes como los paramilitares. En particular, se 
conoció que el grupo armado ilegal conocido como “Los Masetos”, apoyado en las fuerzas 
regulares del Estado, consumaron la masacre. A su vez, se consideró la especial gravedad de 
estos hechos, por cuanto “el Estado es responsable de una masacre ejecutada contra sus propios 
funcionarios judiciales cuando se encontraban investigando violaciones de derechos humanos los 







En el informe de la Comisión, La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
homologó el acuerdo parcial de reparaciones concertado entre el Estado y los representantes de 
las víctimas y ordenó otras medidas de reparación para satisfacer de manera integral ese derecho. 
Las medidas de reparación consisten entre otras en:  
 
(…) investigar, juzgar y sancionar a los responsables, la adecuación de los programas de 
protección de víctimas, testigos y funcionarios judiciales, prestar atención médica y 
psicológica a los familiares de las víctimas, la ubicación de una placa conmemorativa en 
el Palacio de San Gil y en el complejo judicial de Paloquemao y la publicación de un 
documento sobre la Masacre de La Rochela (Camberos, 2014, p.19). 
 
En la actualidad, las organizaciones representantes de las víctimas y sus familiares, el 
Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” y el Centro por la Justicia y el Derecho 
Internacional (CEJIL) han adelantado un proceso de concertación con las distintas entidades del 
Estado para efectuar y dar observancia adecuada a las diferentes medidas de reparación 
ordenadas por la Corte Internacional de Derechos Humanos. 
3.2. Colombia acepta la responsabilidad por la masacre de La Rochela 
 
“Los días 31 de enero y primero de febrero de 2007 se presentó, ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, el caso la masacre de La Rochela contra el Estado de 
Colombia. El Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) y el Colectivo de 
Abogados “José Alvear Restrepo” litigaron este caso en su calidad de representantes de las 
víctimas y sus familiares. Es así como, unos organismos internacionales han puntualizado que la 
reparación para las víctimas en situación de desplazamiento deber ser justa, efectiva, rápida, 
suficiente conforme al grado de amenaza de la trasgresión por el daño sufrido. “ 
 “El Estado colombiano reconoció ante el Alto Tribunal Interamericano su 
responsabilidad por la acción y omisión en la comisión de la masacre. Sin embargo, aceptó solo 
parcialmente su responsabilidad en cuanto a la violación del derecho de las víctimas a la 





Diversos estamentos que propendían por la defensa de los derechos humanos, señalaron 
que todas las acciones tendientes al desarme y reincorporacion de los reductos paramilitares, no 
permitian a las victimas, ser reparadas de manera integral, aunado al conocimiento de la verdad, 
justicia y reparación. 
 
“Otro tema de debate fue el hecho de que no se haya reconocido el contexto general de 
apoyo estatal a los grupos paramilitares, en el que ocurrieron los acontecimientos. Así mismo, se 
puso de relieve el difícil acceso a la justicia y las prolongadas demoras en procedimientos 
judiciales que sufrieron las víctimas y sus familiares. Al respecto, la testigo Alejandra Beltrán 
declaró ante la Corte: “Los autores intelectuales no han sido condenados (…), considero nula la 
intervención del Estado” ”(Centro por Justicia y Derecho Internacional, 2007, p.21).” 
 
“Antes de la audiencia, se dio un acuerdo parcial en el tema de reparaciones que fue 
presentado ante el tribunal por el Estado y los representantes de las víctimas. No obstante, las 
organizaciones señalaron que todavía hay reparaciones que deberán ser ordenadas por la Corte 
Interamericana como, por ejemplo, la sanción de todos los responsables de la masacre, el 
tratamiento médico y psicológico, la indemnización y las medidas que garanticen la no repetición 
de hechos como este ”(Centro por Justicia y Derecho Internacional, 2007).” 
“El primer día de audiencia se escucharon las declaraciones de los testigos Arturo 
Salgado, Virgilio Hernández, Alejandra Beltrán y Olegario Gutiérrez. Todos los anteriores 
fueron propuestos por el Centro por el Derecho y la Justicia Internacional (CEJIL) y el Colectivo 
de Abogados “José Alvear Restrepo”. Así mismo, el profesor Rodolfo Arango emitió su peritaje. 
El Estado colombiano presentó a los peritos Ramiro Saavedra, magistrado del Consejo de Estado 
y Eduardo Pizarro, presidente de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. 
Posteriormente, los representantes de las víctimas, del Estado, y de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos (CIDH) presentaron sus alegatos orales (Corte Internacional de Derechos 
Humanos, 2007).  
“Se debe destacar que para los países miembros de la Organización de Estados 
Americanos (OEA) que han aceptado la competencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, las sentencias de esta instancia son de carácter vinculante ”(Centro por Justicia y 






3.3. Sentido del Fallo Sobre La Rochela 
 
Han pasado treinta  30 años desde que se perpetró la masacre de La Rochela. La falta de 
justicia, el cero esclarecimiento de los hechos y la orfandad en la cual quedaron los 
sobrevivientes y familiares de las victimas por parte del Estado Colombiano llevó como 
alternativa final la demanda ante estrados internacionales. 
 
Durante muchos años, el Estado colombiano brindó especial protección al espacio de 
grupos de vigilancia privada con base legal y normativa en el Decreto 3398 de 1965, en el cual 
se crearon los grupos de autodefensa y permitía que los civiles pudieran utilizar armamento corto 
y largo, el cual era de uso exclusivo de Las Fuerzas Militares. Se permitió la creación de los 
grupos de autodefensa y sus integrantes tenían acceso a información privilegiada, entre ellas, las 
tácticas y técnicas de combate usadas por la milicia, así como la integración con las fuerzas 
militares, en calidad de informantes o asistentes. Toda la normatividad de combate se encontraba 
activa para la época de los hechos (Botero, 2005).  
 
Indica el fallo de la Corte Internacional de Derechos Humanos que el asesinato de los 
miembros de la comisión se ejecutó para impedir su trabajo de investigación y aportar con la 
impunidad la sistemática violación de derechos humanos ocurridos en la zona. Hechos que no 
pudieron ser investigados, quedando en evidencia que fue un crimen del Estado para el Estado.  
 
No hubo esclarecimiento de los hechos que generaron la masacre. El Estado 
colombiano, a través de sus administradores de justicia, no realizó la labor que por ley le 
correspondía y no se le entregó a los supervivientes, viudas y familiares la posibilidad de conocer 
la verdad. Existe, en la actualidad, impunidad total y el Estado colombiano no ha adelantado los 
correspondientes trabajos para desenredar las situaciones fácticas, para juzgar y condenar a los 






Señala igualmente el fallo de la Corte Internacional de Derechos Humanos que no era 
lógico que la justicia penal militar asumiera por compe 
tencia preferente la investigación de los hechos cuando legalmente se encontraba 
impedida (Corte Internacional de Derechos Humanos, 2007).  No existió la voluntad de 
investigar a fondo lo ocurrido y, por el contrario, el proceso entró en una dilación de muchos 
años en donde no se juzgó ni castigó de manera ejemplar a los responsables. Igualmente, se logró 
establecer que el Estado no protegió a sus delegados. 
 
Sobre la Ley 975 de 2005 (Ley de justicia y paz), la Corte estableció algunos 
parámetros que deben orientar su aplicación: 
 
El Estado debe garantizar el acceso efectivo de las víctimas dentro de la actuación 
procesal de la manera más idónea, completa y participativa posible en todas las etapas del 
proceso; establecer un sistema eficaz de protección de justicia para operadores de justicia, 
testigos, víctimas y sus familiares; buscar la verdad histórica sobre lo realmente ocurrido; 
asegurar la contradicción y recursos efectivos; una investigación completa, imparcial y 
efectiva; un juzgamiento dentro de un plazo razonable; y una pena o sanción que sea 
proporcional al bien jurídico afectado y que sea efectivamente cumplida (Corte 
Internacional de Derechos Humanos, 2007, p.25). 
 
Se debe investigar de manera integral con el fin de determinar cuales son los 
determinadores para la creación y conformación de grupos criminales y verificar que tipo de 
ayudas reciben para cumplir con las labores de exterminio de población vulnerable. Así existan 
leyes que protejan a los criminales, las mismas no operaran; así existan fallos de no condena 
 
Frente al punible de concierto para delinquir, este delito es imprescriptible al momento de 
ser considerado en la violación de derechos humanos, máxime cuando se aplica en la creación de 








 En virtud de lo anterior, el Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo”, plantea que 
“las cabezas visibles de los gremios, de las empresas nacionales y trasnacionales, de los partidos 
políticos, servidores civiles y militares del Estado y de toda organización que haya estado 
comprometida con esta estrategia criminal debe responder más por crímenes contra la humanidad 
que por el lacónico concierto para delinquir. Así que, muy oportuno resulta el fallo de la Corte al 
declarar la imprescriptibilidad del concierto para delinquir cuando tenga que ver con graves 
violaciones a los derechos humanos. Recuérdese entre otras cosas, que fue a partir de la masacre 
de la Rochela que, por fin, el paramilitarismo pasó a ser parte de la lista de delitos contemplados 
en el código penal. Sin embargo, en la reforma del año 2000, este delito con este nombre 
desapareció como por arte de magia de las páginas del código penal, le quitaron identidad 
jurídica y lo convirtieron en un simple agravante del concierto para delinquir, eso sí, cuidándose 
muy bien de omitir la palabra ‘paramilitarismo’, pues la misma dejó de hacer parte del código 
penal desde entonces (Pérez, 1997)”. 
 
3.4. De los derechos vulnerados 
 
En observancia de las encomiendas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH), se llevó a cabo, por parte del Estado colombiano, la aceptación en responsabilidad 
mundial, en las múltiples omisiones y acciones en el caso de la masacre de La Rochela, por la 
violación de derechos humanos y el trato cruel y degradante al cual fueron sometidos los 
funcionarios de la comisión judicial. 
Dichos derechos se encuentran normados en el artículo cuarto referido al derecho a la 
vida, el artículo quinto con respecto al derecho a la integridad personal y el artículo séptimo 
sobre el derecho a la libertad personal. Además, también se dictaminó  
(…) la violación de los artículos 8º (Garantías judiciales) y 25º (Protección Judicial), en 
conexión con [el] artículo 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la Convención 
Americana, en perjuicio de las víctimas y sus familiares en el caso La Rochela (Corte 







Al llevar a cabo el análisis de la Corte IDH frente a los derechos vulnerados para declarar 
la responsabilidad internacional, se hace hincapié en el Derecho a la vida. Considera el 
organismo internacional que este aspecto es de vital importancia porque el Estado no hizo nada 
para proteger a los funcionarios y, posteriormente, a los sobrevivientes y familiares. Recalca, 
además, el grado de perversión y sevicia como fue perpetuado el crimen, así como la intención 
de los autores materiales de asesinar a los funcionarios de la comisión.  
 
Las investigaciones señalan que los autores de la masacre realizaron todas las acciones 
para cumplir con su objetivo. El grado de sometimiento e indefensión al cual fueron abocados los 
miembros de la comisión es de proporciones totales. La utilización de armas de guerra en el 
asesinato de personas indefensas y desarmadas certifican la crueldad e indolencia como fue 
perpetuado el crimen (Botero, 2005). 
 
Adicional a lo anterior, se recalcan los momentos de terror vividos durante el secuestro de 
la comisión judicial antes de su ejecución, así como la angustia e impotencia de los 
sobrevivientes, aunado al sufrimiento físico y moral. De igual forma, se hace mención a los 
momentos de pánico y terror, sufridos los por los tres funcionarios que sobrevivieron a la 
masacre. Adicional a esto, se suma la angustia psicológica, la indefensión y el daño físico al cual 
fueron sometidos los sobrevivientes. Y, por último, lo más cruel y degradante: ver cuando sus 
compañeros eran asesinados uno a uno. 
 
Luego de perpetuado el hecho, Arturo Salgado durante varias horas, soportó la angustia y 
terror de pensar que los perpetuadores del crimen regresarían a rematarlos después de que él y 
sus dos compañeros sobrevivientes, asi como las victimas masacradas, quedaron en situación de 
total abandono. 
 
La Corte, en su fallo de fondo, manifiesta que también son victimas los familiares 
sobrevivientes, debido al sufrimiento y el dolor vivido por la pérdida de sus seres queridos, lo 
cual produjo en ellos graves alteraciones en su estado físico, emocional y económico. Lo anterior 





3.4.1. Derecho a la libertad personal 
 
El artículo 7 establece la libertad personal como pilar fundamental en la autonomía 
personal. Se logró establecer, por parte de la Corte IDH, el secuestro y estado total de 
indefensión al cual fueron sometidos los funcionarios debido a la detención arbitraria, la manera 
como fueron desarmados y posteriormente ajusticiados luego de ser subidos a varios carros sin la 
opción de reaccionar o defenderse. 
 
3.4.2. Derechos a las garantías judiciales y la protección judicial 
La Corte IDH plantea que se debe garantizar a las victimas sobrevivientes y a los 
familiares el esclarecimiento de las vicisitudes y el desarrollo de investigaciones por parte del 
Estado colombiano que garanticen la verdad (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
2007). Además, se debe llevar a cabo una exhaustiva investigación, entregar e informar a las 
familias y sobrevivientes, los resultados de estas, detallando las situaciones de tiempo, modo y 
lugar en ocasión de los hechos, estableciendo las correspondientes responsabilidades (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2007). 
  
Por otro lado, las etapas de investigación deben ser agotadas en su integridad. Todos los 
recursos deben ser puestos a disposición de los funcionarios investigadores y se debe buscar la 
verdad, determinando quienes fueron los autores materiales y el señalamiento de causas punibles 
y delitos por parte de los infractores (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2007). 
 
Así mismo, la Corte IDH señaló que el Estado colombiano no agotó las diversas etapas 
procesales. Este organismo plantea que existió negligencia en las diligencias y no hubo un 
adecuado protocolo de investigación que garantizaran la verdad, justicia y reparación para las 
víctimas y sus familias. Los hechos de La Rochela no fueron investigados ni sancionados dentro 
de los tiempos determinados para un hecho de tanta gravedad y de impacto social (Corte 







3.5. Medidas de Reparación para las víctimas 
Acerca del derecho a la reparación, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH), en reiteradas oportunidades, se pronuncia de forma categórica: 
(…) las reparaciones tienen que ser integrales y plenas, de tal manera que en lo posible se 
garantice restitutio in integrum, esto es, la restitución de las víctimas al estado anterior al 
hecho vulneratorio, y que de no ser posible la restitución integral y plena, se deben 
adoptar medidas tales como indemnizaciones compensatorias (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 2007, p.13). 
 
 Así mismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos plantea que la reparación 
debe ser justa, proporcional al daño sufrido, que debe repararse los perjuicios materiales e 
inmateriales, que esta reparación incluye el daño emergente y el lucro cesante, así como las 
medidas de rehabilitación; la reparación debe tener un carácter individual como colectivo, este 
último referido a medidas reparatorias de carácter simbólico (García, 2008).  
 
Dentro del contenido pleno del fallo en la decision de la Corte, se estableció que el 
Estado colombiano no había realizado la reparación a las victimas y familiares. Se presentaron 
múltiples trasgresión a los derechos humanos. Por tanto, la Corte ordenó la indemnización por 
parte del Estado Colombiano a sobrevivientes y familiares. Además, se debe cumplir lo señalado 
por parte de la Corte IDH, frente a la investigación plena y oportuna de los escenarios de 
“tiempo, modo y lugar” con ocasión de los hechos de “La Rochela”. Así mismo, se debe 
determinar quiénes fueron los determinadores de la masacre, llevando las investigaciones hasta 
las últimas consecuencias (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2007). 
 
En adición a lo anterior, se ordena al Estado colombiano adelantar una campaña abierta 
en contra de la impunidad y entregar toda la información a las familias y sobrevivientes sobre el 
estado de las investigaciones adelantadas por parte del gobierno y los resultados de estas. De otra 
parte, se logró comprobar que, como resultado de la masacre, los familiares y sus núcleos de 
unión, sufrieron serios problemas de salud y problemas de índole mental. 
 No fue posible que las familias lograran asumir la perdida de sus seres queridos (Corte 






El Estado Colombiano debe brindar protección en salud, garantizando el acceso a 
tratamientos, centros especializados y medicamentos de forma oportuna y gratuita a cada uno de 
los miembros de las familias de la rochela. Además, el Estado debe diseñar esquemas de 
protección a testigos, investigadores y funcionarios judiciales, según la complejidad de su oficio. 
También se debe impartir por parte de profesionales, jornadas de capacitación a los miembros de 
las fuerza militares, policía, ejercito en cada una de sus ramas, en donde se establezca un trabajo 
de carácter pedagógico sobre protección a civiles y cumplimiento de los Derechos Humanos. 
 
Consecuentemente, se ordenó la indemnización en daños y perjuicios a las víctimas 
sobrevivientes, en cuantía de $ 3’817.500 tres millones ochocientos diez y siete mil quinientos 
millones de dólares, dinero que es distribuido en forma equitativa entre los tres funcionarios que 
lograron sobrevivir la masacre de La Rochela. Se ordena la indemnización a familiares por todos 
y cada uno de los perjuicios padecidos.  
Se llevará a cabo la supervisión directa del cumplimiento del fallo dictado, con el fin de 
verificar que el Estado colombiano si cumplió con la parte resolutiva del fallo de La Rochela, así 
como los mecanismos de carácter administrativo que garanticen la reparación, la verdad y 
justicia sobre este crimen contra la justicia. 
En varias manifestaciones de carácter gubernamental se ha llevado a cabo el 
reconocimiento nacional e internacional de las fallas y omisiones por parte del Estado 
colombiano en la masacre de La Rochela. A pesar de que el padecimiento de las víctimas no 
puede ser compensado, se lleva a cabo todo lo necesario para remediar a las víctimas por los 
menoscabos y perjuicios causados. En sentido, se espera que estos hechos nunca sean olvidados 
por la sociedad y queden reflejados en la memoria de todos. 
 
Finalmente, cabe resaltar que, a través de la Presidencia de la República, se creó el 
Programa de Derechos Humanos, el cual está destinado a propender por la protección de 
victimas de masacres y hechos de alto impacto social, así como llevar a cabo programas de 
capacitación y acompañamiento a víctimas y actores del conflicto armado. Hasta el día de hoy, 
ninguno de los mandatos de la Corte IDH, ha sido cumplido por parte del Estado colombiano. La 







En el marco constitucional, democrático y de un estado social de derecho, le corresponde 
al Estado colombiano, en cabeza de sus órganos ejecutivo legislativo o judicial, la promoción, 
divulgación y prevención de derechos humanos, en concordancia con las normas 
supranacionales, haciendo uso de todas las herramientas jurídicas que le permita cumplir con 
dicha misión, garantizando la paz y la convivencia de sus conciudadanos. 
 
En Colombia, la sanción penal contiene un vasto articulado que contiene las normas bajo 
las cuales se rigen los operadores judiciales para la administración oportuna, eficiente y eficaz de 
la justicia en concordancia con la Constitución Nacional.  
 
Se determina que, en materia de derechos humanos, su afectación se produce por acción u 
omisión, es decir por su pasividad ante la inminencia de lesionar los bienes jurídicamente 
tutelados por la ley y normas superiores o por la extralimitación de sus funciones ya sea en el 
cumplimiento de sus funciones como servidores públicos, agentes del Estado, o miembros de la 
fuerza pública, ante lo cual el Estado debe actuar so pena del accionar automático que hagan las 
víctimas o sus familiares ante los organismos internacionales en protección de los derechos 
humanos vulnerados. 
En verdad en Colombia, las transgresiones a los derechos humanos durante la década de 
los años ochenta y noventa fueron eminentemente y sistemáticas. No se puede afirmar que sea 
una política de Estado, es decir que la orden de quebrantar los derechos humanos fuera impartida 
directamente por los dirigentes y gobernantes de turno, pero su inacción, pasividad y falta de pro 
actividad en la defensa de los derechos humanos le llevan a ser cómplice por omisión. 
 Esta se tipifica en la inobservancia de las medidas preventivas que debió tomar cuando 
eran informados desde pueblos y regiones perdidas en la geografía nacional, por dirigentes y 
políticos de las famosas “alertas tempranas” que fueron tildados de izquierdistas o 
revolucionarios que anunciaban, inclusive, por los medios de comunicación, las tan cacareadas 
tomas a caseríos pueblos y ciudades por los diferentes actores del conflicto. Lo anterior deriva en 
las consecuencias que da el horror de la guerra: destrucción, muerte, mutilaciones, tortura y las 






En la Ley 975 de 2005 (Ley de justicia y paz), la cual tiene como finalidad adelantar 
procesos de paz y de reparación de las víctimas por medio de la verdad, se otorgan  a las victimas 
ciertas prerrogativas sobre el acceso a la justicia. Existen varios tipos de reparación que podrían 
acoplarse a los estándares internacionales, pues los artículos 8 y 45 reconocen reparación 
individual y colectiva, aún incipiente derecho a la verdad. Sin embargo, la aplicación de esta ley 
ha sido ineficaz y la misma CIDH, la ha considerado como una posible ley de indulto, amnistía o 
impunidad. La ineficacia de esta ley radica en los pocos avances que se han dado de 
investigación y juzgamiento a responsables para el caso la masacre de La Rochela, lo que 
implica, a su vez, que las victimas aun no hayan sido reparadas en su totalidad y, en 
consecuencia, no se aplique de manera plena los estándares internacionales ya referidos (García, 
2008). 
El pasado 18 de Enero se cumplieron 30 años de este evento luctuoso para el aparato 
judicial en Colombia. Aún la justicia espera para señalar a los verdaderos  responsables de este 
crimen. No existen en la actualidad condenas de fondo para los determinadores ni 
perpetuadores. 30 años despues la impunidad sigue adelante, como muchas de las masacres 
ocurridas desde la epoca de los años 70. De  manera sistematica y perfecta, el accionar de 
grupos ilegales  amparados por brazos de extrema derecha o de corte izquierdista, permite que 
la impunidad sea la figura generacion tras generación. 
 
Se puede concluir que en Colombia la violencia produce secuelas y en sus diferentes 
formas y manifestaciones. Muchos de los problemas relacionados con la violencia provinieron de 
la situación de conflicto armado, que se ha mantenido por décadas el país. Por tanto, este debe 
ubicarse en  la óptica de la legislación colombiana y los instrumentos internacionales para 









Finalmente, se determina que la indemnización a las víctimas deberá realizarse en un 
plazo razonable. De la misma forma, el Estado Colombiano debe responder en forma solidaria y 
no en la forma subsidiaria, como se encuentra actualmente legislado (indemnización por vía 
judicial). Nuestra violencia politica  y social. Violencia e historias sin fin que se caracteriza en 
contra de los desprevinidos  y vulnerables. Todo se repite, una y otra vez; con la diferencia que 
que los actores cambian, pero el dolor no , simplemente se transforma en agonia y desesperanza. 
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